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Límites y alcances de la
«especial trascendencia constitucional»

@ CÉSAR LANDA ARROYO*

Sumario:
1. Antecedentes; 2. Fundamentos del recurso de agravio constitucional; 3. 

El precedente Vásquez Romero del Expediente N° 00987-2014-PA/TC; 4. La 

trascendencia constitucional en la jurisprudencia española; 5. La trascenden-

cia constitucional en el caso Vásquez Romero, 5.1. Lineamientos generales, 

5.2. Lineamientos específicos; 6. Conclusiones.

Con ocasión del rechazo del recurso de agravio constitucional (RAC) 
que presentó Francisca Lilia Vásquez Romero por la supuesta vulne-
ración de su derecho al debido proceso, sin demostrar cómo ocurrió 

esta afectación o cuál era el contenido del derecho vulnerado ilegítimamente, 
el Tribunal Constitucional (TC) dictó un precedente vinculante (Exp. N° 
00987-2014-AA/TC1); en el que se han establecido cuatro supuestos por los 
cuales el supremo intérprete de la Constitución puede rechazar un recurso 
de agravio constitucional. 

Así, el pleno del TC, ha señalado en el fundamento 49 del Exp. N° 
00987-2014-PA/TC, que se emitirá sentencia interlocutoria denegatoria 
cuando: i) la supuesta vulneración que se invoque carezca de vulneración; ii) 
la cuestión de derecho contenida en el recurso no sea de especial trascenden-
cia constitucional; iii) la cuestión de derecho invocada contradiga un prece-
dente vinculante del TC; o, iv) se haya decidido de manera desestimatoria en 
casos sustancialmente iguales.
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1 Cfr. fundamento 38. 

* Expresidente del Tribunal Constitucional del Perú. Profesor de derecho constitucional de las 
facultades de derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú y de la Universidad Nacional Mayor 
de San Marcos.
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La decisión estuvo motivada en que «la atención de estos casos produ-
ce demoras que impiden atender oportuna y adecuadamente aquellos otros 
en los cuales verdaderamente existen vulneraciones que exigen una tutela ur-
gente»2 y que «[...] la tutela jurisdiccional que no es efectiva no es tutela (...) 
y por lo tanto [el TC] debe concentrar sus recursos en la atención de reales 
vulneraciones que requieren tutela urgente»3.

En efecto, considerando cuantitativamente que a la fecha del año 2013, la 
carga procesal acumulada era de 6 659 casos pendientes por resolver (ver Cuadro 
N° 1), resultaba necesario un mecanismo que permita que la justicia constitucio-
nal llegase de manera oportuna al justiciable pese a la sobrecarga procesal.

Cuadro N° 1
Carga procesal del Tribunal Constitucional 

(2004-2013)
Años Carga Procesal
2004 4,515

2005 3,739
2006 7,492
2007 8,489
2008 6,747
2009 6,097
2010 3,655
2011 1,314
2012 2,351
2013 3,461

TOTAL 6,659

Fuente: Memoria del Tribunal Constitucional, año 20134. 

Precisamente, el precedente recaído en el caso Vásquez Romero se 
fundamentó en resolver esta necesidad cuantitativa que limita la tutela ur-
gente, antes que por una necesidad cualitativa de la protección sustantiva de 
los derechos fundamentales. Sin embargo, no es la primera vez que el TC 
implementa mecanismos procesales para lograr que la justicia se imparta en 
el momento preciso, así como, proteger sustantivamente los derechos funda-

2 Cfr. fundamento 44.  
3 Cfr. fundamento 47. 
4 Este cuadro ha sido extraído de la Memoria del Tribunal Constitucional, 2013. Disponible 

en: ‹http://tc.gob.pe/portal/institucional/memoria/memoria-2013.pdf. Consultada por última 
vez el 20 de mayo de 2015. 

César Landa Arroyo
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mentales a través de la tutela de su contenido constitucionalmente protegido. 
Ya lo había hecho antes mediante los Exps. N° 2877-2005-PHC/TC y N°. 
04853-2004-PA/TC que se analizarán a continuación. 

1. Antecedentes 

Los procesos constitucionales, al igual que los derechos fundamenta-
les, tienen una dimensión subjetiva y otra objetiva. Así, estos deben garan-
tizar los derechos fundamentales de la persona (dimensión subjetiva), pero 
también deben garantizar la supremacía constitucional (dimensión objetiva).

Partiendo de la dimensión subjetiva de los procesos constitucionales, 
el artículo 18° del Código Procesal Constitucional define al recurso de agra-
vio constitucional como aquel presentado «contra la resolución del segundo 
grado que declara infundada o improcedente la demanda». No obstante, si 
este artículo es interpretado también a la luz de la dimensión objetiva de los 
procesos constitucionales, la definición del RAC se amplía, estableciéndose a 
su vez dos dimensiones de este:

Dimensión positiva

Según esta dimensión, el TC debe resolver los RAC cuando: i) los ope-
radores jurisdiccionales o administrativos resuelvan con criterios opuestos a los 
precedentes vinculantes, sentencias normativas y doctrina jurisprudencial del 
TC; ii) una sentencia estimatoria es contradictoria a los fallos del TC porque 
existe un vacío normativo o varias interpretaciones posibles; o, iii) se pretende 
cambiar la jurisprudencia establecida por el TC. En este caso, el recurso de 
agravio constitucional es un instituto procesal de la supremacía constitucional5. 

Dimensión negativa

Según esta dimensión, el TC debe resolver el RAC cuando se cum-
plan los requisitos de admisibilidad y procedencia señalados en la norma. A 
diferencia de la dimensión positiva, el recurso de agravio constitucional es un 
recurso del justiciable. 

5 C. LANDA, «Corsi e ricorsi del certiorari constitucional», en El debate en torno a los lími-
tes del recurso de agravio constitucional. Cuadernos sobre jurisprudencia constitucional., núm. 9, 
Lima, Palestra, noviembre 2014, pp. 60-63.

Límites y alcances de la «especial trascendencia constitucional»
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•	 Requisitos de admisibilidad 

El RAC es admisible cuando: i) sea interpuesta por el demandante, 
ii) la resolución de segundo grado que vulnera el contenido esencial 
del derecho fundamental tutelado está claramente identificada, iii) sea 
interpuesta en un plazo de 10 días. 

 
•	 Requisitos de procedibilidad

El RAC procede cuando: i) exista una vulneración manifiesta al con-
tenido esencial del derecho fundamental tutelado; ii) no se trate de 
una demanda manifiestamente infundada; iii) el TC no haya resuelto 
casos similares declarándolos improcedentes o infundados. 

Ambas dimensiones fueron acogidas, aunque no en su totalidad, por 
el TC. Así, se estableció en el Exp. N° 2877-2005-PHC/TC, caso Luis Sán-
chez Lagomarcino, que el RAC, en tanto mecanismo procesal que permite al 
TC actuar oportunamente, debía ser planteado cuando además de cumplir 
los requisitos formales establecidos en el artículo 18° del Código Procesal 
Constitucional, se cumpliese con los siguientes requisitos: 

- Estar directamente relacionado con el ámbito constitucionalmente protegi-
do de un derecho fundamental.
- No ser manifiestamente infundado.
- No estar inmerso en una causal negativa de tutela claramente establecida 
por el TC6.

De esta manera, el TC acogió íntegramente la dimensión negativa 
del recurso de agravio constitucional. Sucedió posteriormente lo mismo con 
la dimensión positiva de este, pues en el fundamento 40 del Expediente N° 
04853-2004-PA/TC, caso Dirección Regional de Pesquería de La Libertad, 
se estableció que el RAC procedería no solo frente a resoluciones desestima-
torias, sino también cuando: 

La resolución estimatoria ilegítima de segundo grado, emitida por el 
Poder Judicial en el trámite de un proceso de amparo donde se haya pro-

6 Expediente N° 2877-2005-PHC/TC, fundamento 31.

César Landa Arroyo
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ducido la violación manifiesta del contenido constitucionalmente prote-
gido de los derechos fundamentales, o que haya sido dictada sin tomar 
en cuenta o al margen de la mejor protección de los derechos establecida 
en la doctrina jurisprudencial de este Colegiado, desnaturalizando la de-
cisión sobre el fondo, convirtiéndola en inconstitucional7.

De esta manera, se introdujo el rechazo liminar del RAC sin más 
trámite en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, lo cual se con-
solidó aún más con la modificación del artículo 11° del Reglamento del 
Tribunal Constitucional mediante la Resolución Administrativa N° 031-
2006-P/TC. Esta estableció que una de las Salas del TC se encargaría de 
determinar si se debía resolver el fondo de un RAC, para lo cual: 

[...] aparte de los criterios establecidos en el artículo 18° del Código 
Procesal Constitucional, la Sala declarará su improcedencia, a través de 
un Auto, en los siguientes supuestos: si el recurso no se refiere a la pro-
tección del contenido esencial del ámbito constitucionalmente protegido 
de un derecho fundamental; si el objeto del recurso, o de la demanda, es 
manifiestamente infundado, por ser fútil o inconsistente; o, si ya se ha 
decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente idénticos, 
pudiendo acumularse. 

Lamentablemente, estos notables avances en aras de la protección de 
una tutela oportuna y sustantiva de los derechos fundamentales, se vieron 
afectados por dos decisiones que el Tribunal Constitucional tomó posterior-
mente. Así, mediante el Exp. N° 3173-2008-HC/TC, caso El Frontón I, se 
sostuvo que solo era válido el recurso de agravio constitucional cuando la 
resolución fuera desestimatoria8. Y, finalmente, el precedente que establecía 
la admisión de RAC en sentencias no solo desestimatorias, sino también esti-
matorias, fue dejado sin efecto por el Exp. N° 3908-2007-PA/TC.

Pero, como la necesidad del combate contra el narcotráfico, el lavado 
de activos y el terrorismo fue más contundente que la obstinada interpre-
tación literal del inciso 2 del artículo 202° de la Constitución9, el TC se 
vio obligado a revertir esta decisión posteriormente, para permitir la admi-

7 Expediente N° 04853-2004-PA/TC, fundamento 29.
8 C. LANDA, «Corsi e ricorsi del certiorari constitucional...», op. cit., p. 62.
9 «Artículo 202°.- Corresponde al Tribunal Constitucional: [...]

Límites y alcances de la «especial trascendencia constitucional»
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sión del RAC ante sentencias estimatorias en casos de narcotráfico (Exp. N° 
02663-2009-HC/TC), lavado de activos (Exp. N° 02748-2010-HC/TC) y 
terrorismo (Exp. N° 01711-2014-PHC/TC)10. 

Ahora bien, resulta necesario precisar que todas estas decisiones res-
pondieron a la necesidad de tutelar las violaciones al contenido constitu-
cionalmente protegido de los derechos fundamentales que requieren tutela 
urgente; tutela que al enfrentar una preocupante sobrecarga procesal genera 
dilaciones judiciales indebidas en la impartición de la justicia constitucional.

2. Fundamentos del recurso de agravio constitucional

En la actualidad es pacífico sostener que los derechos fundamenta-
les de la persona humana constituyen la piedra angular de nuestro edificio 
constitucional; por eso, no solamente son los cimientos de este, sino tam-
bién las vigas maestras sobre las que se sostiene nuestra institucionalidad 
democrática. Por eso, la Constitución otorga a los derechos fundamentales 
y demás bienes constitucionales, la fuerza normativa que irradia nuestro or-
denamiento jurídico, vinculando a poderes públicos y privados, directa e 
indirectamente a través de los procesos constitucionales11. 

De hecho, la Constitución consagra como un principio-derecho fun-
damental al debido proceso que garantiza un proceso justo, y dentro de este 
se encuentra el derecho a un plazo razonable, que está íntimamente ligado 
con el problema de la sobrecarga procesal y con la necesidad de una tutela 
oportuna del contenido esencial constitucionalmente protegido de un dere-
cho fundamental. Por lo tanto, un primer argumento para rechazar sin más 
trámite los RAC en algunos supuestos, es la relación entre el proceso y la 
Constitución. 

2. Conocer en última y definitiva instancia, las resoluciones denegatorias de hábeas corpus, 
amparo, hábeas data y acción de cumplimiento.»

10 C. LANDA, «Corsi e ricorsi del certiorari constitucional...», op. cit., p. 63. 
11 K. HESSE, Grundzüge des Verfassungsrechts der Bundesrepubllik Deutschland, Heidelberg: 

C. F. Müller Verlag, 20, neubearbeite Auflage, 1995, pp. 125-137; asimismo, M. LOTHAR y 
M. MORLOK, Grundrechte, Germany, Nomos, 2008, pp. 39-43 y 76-79.

César Landa Arroyo
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También debemos tomar en cuenta que la naturaleza misma del Tri-
bunal Constitucional lo habilita a tomar este tipo de decisión. En efecto, este 
tiene una triple naturaleza: constitucional, jurisdiccional y política. Por un 
lado, al ser un órgano constitucional, sus funciones vienen establecidas por 
nuestra Carta Magna que le atribuye el control de la constitucionalidad y la 
garantía de la supremacía de la Constitución y los derechos fundamentales. 

Por otro lado, como órgano jurisdiccional, al resolver casos, concre-
tiza las normas establecidas en la Constitución. Y finalmente, como órgano 
político, crea, vía interpretación jurisdiccional, normas constitucionales ads-
critas. Lo cual está sumamente ligado a la autonomía procesal que goza el TC 
y que también sirve de fundamento para este tipo de decisiones. Esta última 
es entendida como:

[...] De este modo, prima facie, puede entenderse la autonomía del 
Tribunal Constitucional como aquella garantía institucional mediante la 
cual se protege el funcionamiento del Tribunal Constitucional con plena 
libertad en los ámbitos jurisdiccionales y administrativos, entre otros, 
de modo que en los asuntos que le asigna la Constitución pueda ejercer 
libremente las potestades necesarias para garantizar su autogobierno, así 
como el cumplimiento de sus competencias.12

Esto lo faculta para crear reglas como las establecidas en los prece-
dentes recaídos en los Exps. N° 2877-2005-PHC/TC, N° 04853-2004-PA/
TC y N° 00987-2014-PA/TC, pues la autonomía procesal le concede esta 
atribución siempre y cuando estas reglas tengan como finalidad el perfeccio-
namiento de los procesos constitucionales y no vulneren ningún principio o 
derecho establecido por la Constitución13. 

Ahora que ya hemos analizado cuáles fueron los antecedentes de la 
sentencia interlocutoria denegatoria y sus fundamentos, pasaremos a analizar 
el Exp. N° 00987-2014-PA/TC, el cual es materia central de este artículo.

12 Expediente N° 0005-2007-PI/TC, fundamento 37.
13 J. LEÓN, «El Tribunal Constitucional y la configuración de su derecho procesal»; C. 

LANDA, «Autonomía procesal del Tribunal Constitucional»; y, M. MENDOZA, «La autonomía 
procesal constitucional», en Justicia Constitucional, Año II, núm. 4, Lima, Palestra, 2006, pp. 
29-61, 63-95 y 97-129, respectivamente.

Límites y alcances de la «especial trascendencia constitucional»
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3. El precedente Vásquez Ramos del Expediente N° 00987-2014-
PA/TC 

El caso Vásquez Romero estableció, como ya señalamos antes, los 
supuestos en los cuales el TC podía declarar improcedente un recurso de 
agravio constitucional, pero como también indicamos, esta no fue la primera 
vez que el TC estableció estas reglas, sino que anteriormente lo había hecho 
en otros expedientes y en su mismo Reglamento (ver el siguiente cuadro). 

Cuadro N° 2
Requisitos para que proceda el recurso de agravio constitucional

Exp. N° 2877-2005-PHC/TC Exp. N° 4853-2004-PA/TC
- Requisitos de admisibilidad (art. 18° del Códi-

go Procesal Constitucional).
- Relación con el ámbito constitucionalmente 

protegido de un derecho fundamental.
- No ser manifiestamente infundado.
- No estar inmerso en una causal negativa de 

tutela claramente establecida por el TC.

- Contra resolución estimatoria siem-
pre que en el trámite de esta se 
haya vulnerado el contenido esen-
cial de un derecho o sea contraria 
a la jurisprudencia del TC.

- Contra resolución desestimatoria.

Res. Administrativa N° 031-2006-P/TC14 Exp. N° 0987-2014-PA/TC
Se declara su improcedencia si:
- No se refiere a la protección del contenido 

esencial.
- Es manifiestamente infundado.
- Se ha desestimado en casos sustancialmen-

te idénticos.

Se declara su improcedencia si:
- Carece de sustentación.
- No tiene especial trascendencia 

constitucional.
- Contradice precedentes.
- Se ha decidido de manera desesti-

matoria en casos sustancialmente 
iguales.

Como se aprecia del cuadro anterior, el nuevo precedente en princi-
pio mantiene los mismos supuestos generales y/o específicos como causales  
de improcedencia diferente que el precedente anterior; sin embargo, la prin-
cipal diferencia del nuevo RAC versa sobre la incorporación del requisito de 
contar con un asunto de «especial trascendencia constitucional» versus «la 
protección del contenido esencial» del derecho fundamental postulado en el 
modelo anterior.

César Landa Arroyo

14 Los supuestos de improcedencia, establecidos por esta resolución en el artículo 11° del 
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional, fueron modificados por la Resolución 
Administrativa N° 141-2014-P/TC, que conforme al Exp. N° 00987-2014-PA/TC, estableció 
las mismas causales de improcedencia que el nuevo precedente.
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No obstante, existen algunos cuestionamientos respecto a los nuevos 
supuestos que plantea el TC como sentencia interlocutoria denegatoria. Por 
ejemplo, la carencia de sustentación de las causales se constituiría en un lí-
mite al principio del ius novit curia y al de suplencia de queja deficiente que 
le corresponde cumplir al TC; lo cual sería razonable siempre que existan 
excepciones para proteger los casos que requieran una tutela urgente para 
la protección del núcleo esencial de un derecho fundamental, pero que no 
están establecidas en el nuevo precedente. 

Además, como ya se ha señalado, este supuesto es sumamente subjeti-
vo, por lo que el TC deberá ser sumamente cauteloso a la hora de determinar 
cuándo un RAC carece de sustentación y, sobre todo, cuándo no contiene 
especial trascendencia constitucional; en cuyo caso sería recomendable que 
establezca ciertos parámetros generales y/o específicos para crear certeza y 
predictibilidad jurídicas, que son componentes básicos del principio de se-
guridad jurídica y del principio de igualdad de trato judicial15. 

Igualmente, surgen dudas respecto a los RACs que contradigan pre-
cedentes. Los precedentes vinculantes son sentencias dictadas con efecto erga 
omnes por el TC, se incluyen en esta también a las sentencias sobre acciones 
de inconstitucionalidad. Sin embargo, debemos recordar que nuestro sistema 
constitucional de precedentes considera la llamada doctrina jurisprudencial y 
los precedentes vinculantes con efectos normativos de los artículos VI in fine 
y VII del Código Procesal Constitucional, con diferentes grados de fuerza e 
intensidad vinculante, y, en consecuencia, en distintos grados de exigibilidad 
y/o cumplimiento de estos16. 

Los jueces ordinarios podrían variar la doctrina jurisprudencial siem-
pre y cuando exista una debida motivación; dando lugar a que el TC pudie-

15 R. GARCÍA MANRIQUE, El valor de la seguridad jurídica, Madrid, Iustel, 2012, pp. 19-
25 y 337-340.

16 C. LANDA, «Los precedentes constitucionales»; V. MONTOYA; «El stare decisis constitu-
cional. Entre la vinculación de las sentencias constitucionales y las sentencias vinculantes cons-
titucionales»; y, C. DONAYRE, «Precedente constitucional vinculante a la peruana. Algunas 
observaciones a la regulación del precedente constitucional vinculante en el Código Procesal 
Constitucional»; en Justicia Constitucional, Año III, núm. 5, Lima, Palestra, 2007, pp. 29-69, 
71-100, y, 101-120, respectivamente.

Límites y alcances de la «especial trascendencia constitucional»
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ra aclarar o cambiar su doctrina. En ese entendido, solo se podría declarar 
improcedente un recurso de agravio constitucional cuando contradiga un 
precedente vinculante con efecto normativo del  TC.

Ahora bien, llegado este punto, cabe analizar la fuente española de 
donde emana la  incorporación del concepto de la trascendencia constitucio-
nal, que al igual que los otros dos puntos analizados anteriormente, tampoco 
está exenta de cuestionamientos.

4. La trascendencia constitucional en la jurisprudencia española

El aporte del Exp. N° 0987-2014-PA/TC tiene su origen en la Ley 
Orgánica 6/207 que estableció como requisito de admisibilidad que el re-
curso de agravio constitucional versará sobre una materia de «transcendencia 
constitucional». Como es de notar, a diferencia del precedente que se discute 
en el presente artículo, esta ley tiene un sentido positivo. Es decir, mientras 
que la sentencia interlocutoria denegatoria establece cuándo el TC debe de-
clarar improcedente el recurso de agravio constitucional, la Ley Orgánica 
6/207 establece que este solo procederá positivamente en el supuesto que 
exista «trascendencia constitucional». Inmediatamente surgen los problemas, 
porque al igual que la carencia de fundamentación, la trascendencia cons-
titucional es un criterio subjetivo, cuyo principal peligro es caer en la arbi-
trariedad, que tanto en el sistema español como en el peruano se encuentra 
proscrita. 

No obstante, debemos recordar que «[...] la discrecionalidad en la 
selección de los asuntos importantes para el desarrollo constitucional del Es-
tado no es en sí misma una característica necesariamente negativa. Por lo 
contrario, es el único mecanismo que permite a un auténtico Tribunal Cons-
titucional consciente de su papel asumirlo»17. Por tanto, en sí misma, esta 
subjetividad no sería peligrosa, sino beneficiosa, por ejemplo para la tutela 

César Landa Arroyo

17 J. URÍAS MARTÍNEZ, «Seleccionar lo (menos) importante. Nota sobre la construcción 
por el Tribunal Constitucional de un nuevo régimen de admisibilidad del recurso de amparo, y 
sus paradojas», en J. M. MORALES ARROYO, Recurso de amparo, derechos fundamentales y tras-
cendencia constitucional (El camino hacia la objetivación del amparo constitucional en España). 
Aranzadi, s/l, 2014, p. 76.
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de los derechos de los grupos vulnerables; pero, devendría en arbitraria si su 
función se distorsiona, si no existiera una debida motivación, que constituye 
un derecho fundamental propio del principio del debido proceso y la tutela 
jurisdiccional.

 
Ahora bien, en un primer momento, no hubo un criterio determi-

nado por el Tribunal Constitucional español (TCE) para saber cuándo se 
trataba de un caso de trascendencia constitucional, por lo cual, se corría el 
riesgo de que primero se determine que cierta materia goza de trascenden-
cia constitucional, pero luego se establezca que no es así. A pesar de este 
problema, el TCE se vio beneficiado en esta época, porque la carga procesal 
disminuyó sustancialmente18. 

Posteriormente, el TCE creó, a través de la STC 155/2009, un listado 
de los supuestos en los que existía trascendencia constitucional. Dicha lista 
no tenía un ánimo cerrado, pero para incorporar nuevas causales, estas tenían 
que ser discutidas por el Pleno del TCE19. Así, se estableció que se deberá 
hacer un análisis del fondo de un recurso de amparo cuando:

- El recurso plantee un problema o una faceta de un derecho fundamental 
sobre la cual no exista doctrina del Tribunal Constitucional. 

- Dé ocasión al Tribunal Constitucional para aclarar o cambiar su doctrina.
- Se vulnere un derecho fundamental por una ley u otra disposición de ca-

rácter general. 
- Se vulnere un derecho fundamental por una interpretación jurisprudencial 

de la ley que el Tribunal Constitucional considere lesiva del derecho y crea 
necesario cambiar la interpretación para que sea conforme a la Constitu-
ción. 

- La doctrina del Tribunal Constitucional sobre el derecho fundamental que 
se alega esté siendo incumplida de modo general.

- Un órgano judicial incurra en una negativa manifiesta del deber de acata-
miento de la doctrina del Tribunal Constitucional. 

- El asunto sobre el cual verse el recurso no esté incluido en los anteriores y 
trascienda del caso concreto porque plantea una cuestión jurídica de rele-

18 Ibid., p. 80.
19 Ibid., p. 81.
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vante y general repercusión social o económica o tenga unas consecuencias 
políticas generales20. 

No obstante, esta lista tuvo un resultado contraproducente, ya que 
llevó a un extremo formalismo dentro del TC, que llegó al punto de no 
admitir un recurso si es que en este no se mencionaba expresamente una 
de las causales que había establecido en la sentencia que se analizó en líneas 
anteriores21. 

Asimismo, el concepto de «trascendencia constitucional» en el con-
texto español presenta algunos otros problemas. Por ejemplo, a pesar de las 
especificaciones que realizó la STC 155/2009, no hay una definición de la 
esencia de este concepto y muchas veces cuando este concepto ha sido uti-
lizado no ha habido la suficiente transparencia para explicar la decisión22.

5. La trascendencia constitucional en el caso Vásquez Romero

Si bien el TC desde el inicio ha tratado de precisar el sentido de la 
trascendencia constitucional no lo ha logrado. En efecto, el fundamento 50 
del Exp. N° 0987-2014-PA/TC señala que «existe una cuestión de especial 
trascendencia constitucional cuando la resolución resulta indispensable para 
solucionar un conflicto de relevancia o cuando se presente la urgencia de una 
revisión sobre el contenido de un derecho fundamental»23.

No obstante, estas precisiones generales no quitan el carácter subje-
tivo de esta causal, porque no se da respuesta a las siguientes preguntas del 
justiciable: ¿cuándo resulta indispensable resolver un conflicto?, ¿cuándo un 
conflicto es de relevancia?, y, ¿cuándo es urgente la revisión sobre el conteni-
do de un derecho fundamental? Estas son preguntas que solo los magistrados 
del TC pueden responder y que son dejadas a su criterio subjetivo. El TC 
debe tomar en cuenta que la tutela diferenciada que detentan los procesos 

20 STC 155/2009, fundamento 2.
21 J. URÍAS MARTÍNEZ, «Seleccionar lo (menos) importante...», op. cit., p. 82.
22 Ibid., p. 83.
23 Exp. N° 00987-2014-AA/TC, fundamento 50.
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constitucionales de la libertad24, debe evitar que la discrecionalidad ofrecida 
por estos conceptos tan amplios devenga en arbitrariedad, y, por ende, con-
travenga la función última del Tribunal Constitucional: la protección de los 
derechos fundamentales y la supremacía constitucional. 

Por eso, desde la perspectiva de la dimensión objetiva de los procesos 
de la libertad, el Tribunal Constitucional debería desarrollar estos conceptos 
dentro de su jurisprudencia y, en todo momento, aprender críticamente de 
la experiencia comparada. Si bien es cierto que se necesita precisar conceptos 
como son: «indispensable», «urgencia» o «conflicto de relevancia», no es posi-
ble crear una lista cerrada que no admita excepciones y que en lugar de lograr 
una tutela jurisdiccional efectiva la prohíba. Tampoco es posible que en aras 
de concretizar estos conceptos, se llegue al formalismo extremo y mucho me-
nos se puede tolerar que no exista transparencia a la hora de explicar cuándo 
un asunto es trascendente constitucionalmente o no. Por eso, es importante 
que «cuando el Estado constitucional otorga a su máximo órgano jurisdic-
cional la libre facultad de elegir sobre qué asuntos quiere pronunciarse, a 
cambio ha de poder controlar cómo se está usando este poder y saber qué 
asuntos se están rechazando»25.

En ese sentido, cabe formular para el debate académico y/o jurisdic-
cional algunos lineamientos generales y luego específicos que podrían otor-
gar certeza y predictibilidad al quehacer de la justicia constitucional. Para lo 
cual es necesario partir de entender que en un orden constitucional pluralista 
existe un amplio espectro de alternativas que podrían institucionalizar el su-
puesto de la especial trascendencia constitucional para la procedencia del 
RAC, a partir de lineamientos generales y específicos.

5.1. Lineamientos generales

Al respecto, el pensamiento de las posibilidades orienta sus alternati-
vas constitucionales no solo hacia el futuro, sino también mirando el pasado; 

24 O. GOZAÍNI, «El juez ordinario y el Tribunal Constitucional», en O. A. GOZAÍNI et al, 
Derecho constitucional comparado. Homenaje al profesor Rubén Hernández Valle, San José, IJSA, 
2015, pp. 78-81. 

25 J. URÍAS MARTÍNEZ, «Seleccionar lo (menos) importante...», op. cit., p. 90.
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debido a que, como señala Häberle: «Precisamente en el tesoro de la historia 
hay material para la solución de problemas que ha sido frecuentemente ol-
vidado y desplazado por la posibilidad hecha realidad. Pero, hay también 
renacimiento y regeneración de las disposiciones constitucionales»26. En ese 
entendido, en primer lugar, corresponde analizar la causal de la cuestión 
de especial trascendencia constitucional con el auxilio del Exp. N° 2877-
2005-PHC/TC y la Resolución Administrativa N° 031-2006-P/TC, antes 
mencionadas (punto 3.).

En segundo lugar, como el pensamiento de las posibilidades debe ejer-
cerse siempre guiado por una actitud abierta o receptiva al Derecho Interna-
cional de los Derechos Humanos, es necesario delimitar la cuestión de especial 
trascendencia constitucional, a la luz del derecho al debido proceso desarro-
llado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos; en particular en 
lo referido al derecho a un recurso sencillo, rápido y eficaz, según dispone el 
artículo 25° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos27.

Este Tribunal ha establecido que la salvaguarda de la persona frente 
al ejercicio arbitrario del poder público es el objetivo primordial de la 
protección internacional de los derechos humanos. En este sentido, el 
artículo 25°.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados 
Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso 
judicial efectivo contra actos violatorios de sus derechos fundamentales. 
A su vez, estos recursos deben ser sustanciados de conformidad con las 
reglas del debido proceso legal (artículo 8°.1), todo ello dentro de la obli-
gación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y 
pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda 
persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1°.1). La exis-
tencia de esta garantía «constituye uno de los pilares básicos, no solo de 
la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una 
sociedad democrática en el sentido de la Convención». Lo contrario, es 
decir, la inexistencia de tales recursos efectivos, coloca a una persona en 

26 P. HÄBERLE, El Estado constitucional, Lima, Pontificia Universidad Católica del Perú/Uni-
versidad Nacional Autónoma de México, 2001, p. 51.

27 C. LANDA, El derecho al debido proceso en la jurisprudencia: Corte Suprema de Justicia de 
la República del Perú, Tribunal Constitucional del Perú, Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, Lima, Fondo Editorial Academia de la Magistratura, 2012, pp. 110-114.
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estado de indefensión, particularmente al enfrentarse al poder punitivo 
del Estado28. 

Para tal efecto, se debe partir de reconocer que el derecho a la protec-
ción judicial constituye uno de los pilares básicos de todo sistema de imparti-
ción de justicia; de modo que las excepciones a este adquieren igual o mayor 
relevancia debido a que de no estar delimitadas producirá la afectación o 
anulación del derecho a la protección judicial. De donde se colige que, por 
un lado, es un derecho fundamental del justiciable conocer de manera ex-
presa e inequívoca –cual principio de legalidad– cuándo se incumple con los 
presupuestos para no tener acceso a la jurisdicción del TC, y, por otro lado, 
constituye un derecho saber cuándo un recurso de agravio constitucional no 
es «indispensable», «urgente» o no comporta un «conflicto de relevancia».  

En consecuencia, es una obligación del TC ofrecer a todos los litigan-
tes que consideren necesario ejercer su derecho de acceso a la justicia cons-
titucional, en su última y definitiva instancia, a ser tratados en condiciones 
de igualdad con quienes sí han tenido acceso a la jurisdicción del TC. Más 
aún, si cuando se rechaza la admisión del RAC con una «sentencia interlocu-
toria denegatoria», el justiciable que impugna con un recurso de reposición 
recibe como respuesta un auto en el que se señala que: «Contra la sentencia 
interlocutoria no procede recurso de reposición, por no encontrarse dentro 
de los alcances del artículo 121°, tercer párrafo, del Código Procesal Cons-
titucional»29.

Si bien, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) 
ha señalado que «el Estado está obligado a proveer recursos efectivos que per-
mitan a las personas impugnar aquellos actos de autoridad que consideren 
violatorios de sus derechos humanos»; también ha señalado que sería «irrazo-
nable establecer dicho recurso si se exige a los justiciables saber de antemano 
si su situación será estimada por el órgano judicial como amparada por un 
derecho específico»30. 

28 Corte IDH. Caso Usón Ramírez vs. Venezuela. Excepciones preliminares, fondo, re-
paraciones y costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C, núm. 207, párrafo 128.

29 Expediente N° 07830-2013-AA/TC, fundamento 2.
30 C. STEINER y P. URIBE (editores), Convención Americana sobre Derechos Humanos. Co-

mentario, El Salvador, Konrad Adenauer Stiftung, 2014, p. 613.
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Entonces, prima facie, para la Corte IDH no sería exigible que el 
justiciable deba saber en qué casos su recurso va a ser estimado o no, sino 
tan solo contar con un recurso que le permita acceder al TC para recibir un 
pronunciamiento de mérito sobre el fondo y/o la forma de su pretensión, 
referida a la violación de un derecho fundamental. 

[...] independientemente de si la autoridad judicial declarare infunda-
do el reclamo de la persona que interpone el recurso por no estar cubierto 
por la norma que invoca o no encontrare una violación del derecho que 
se alega vulnerado, el Estado está obligado a proveer recursos efectivos 
que permitan a las personas impugnar aquellos actos de autoridad que 
consideren violatorios de sus derechos humanos previstos en la Conven-
ción, la Constitución o las leyes.31

En consecuencia, si resulta razonable para la Corte IDH que los re-
cursos deban ser creados por una norma o, diríamos extraordinariamente, 
por un precedente con efectos normativos del TC, conforme al artículo VII 
del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, el alto tribunal 
puede coadyuvar a la regulación legal del recurso de agravio constitucional, 
señalando los elementos formales y sustantivos de su admisibilidad consti-
tucional, en tanto última y definitiva instancia competente para dirimir los 
conflictos sobre la protección de un derecho fundamental. 

En tal entendido, la Corte IDH ha señalado «la importancia de que 
los Estados regulen los recursos judiciales de forma tal que las personas ten-
gan certeza y seguridad jurídica de sus condiciones de acceso»32. Esto quiere 
decir que el TC debería establecer los presupuestos y los criterios específicos 
de admisibilidad y procedencia del recurso de agravio constitucional, confor-
me lo dispone la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución; 
esto es, que los derechos y libertades se interpretan de conformidad con la 
Convención Americana de Derechos Humanos y la interpretación que de 

31 Corte IDH. Caso Castañeda Gutman v. México. Excepciones preliminares, fondo, repa-
raciones y costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, núm. 184, párrafo 101.  

32 C. STEINER y P. URIBE (editores), Convención Americana sobre Derechos Humanos..., op. 
cit., p. 613.
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ella haya realizada la Corte IHD, como así lo ha establecido pacíficamente la 
jurisprudencia del propio TC33.  

5.2. Lineamientos específicos

a. Conflicto de relevancia 

Se podría señalar que existe un «conflicto de relevancia» por el fondo 
cuando se vulnera particularmente el contenido esencial de un derecho fun-
damental, es decir, aquel núcleo básico sin el cual un derecho queda vaciado 
de contenido o es anulado. De modo que corresponderá a la jurisprudencia 
constitucional tutelar dicho contenido esencial de todos y cada uno de los 
derechos fundamentales, distinto del contenido no esencial o incluso adicio-
nal de un derecho fundamental, según lo ha señalado el TC en el Exp. N° 
1417-2005-PA/TC (fundamento 20).

Ahora bien, no se debe olvidar que los derechos fundamentales tie-
nen una configuración no solo constitucional, sino que por la cláusula de 
numerus apertus del artículo 3° y la Cuarta Disposición Final y Transitoria de 
la Constitución, se tutelan también derechos de configuración internacional, 
como sería, por ejemplo, el caso del derecho a la consulta, consagrada en el 
Convenio OIT N° 169. Pero tampoco se puede desconocer la protección de 
los derechos fundamentales de configuración legal, si consideramos que la 
delimitación abierta de algunos derechos fundamentales prestacionales (por 
ejemplo los de naturaleza social, económica o cultural), requieren de una de-
limitación legislativa para su pleno goce y ejercicio34; esto sin perjuicio de la 
tutela del contenido esencial de los derechos fundamentales de configuración 
jurisprudencial. 

Ello demanda que el TC contruya, a partir de su jurisprudencia, una 
teoría constitucional de los derechos fundamentales a ser protegidos, a través 
de la definición, por cada derecho fundamental, no solo de su contenido 
esencial y no esencial, sino también de su concepto, naturaleza, titularidad, 

33 Exps. N° 5854-2005-PA/TC, fundamento 25; N° 0679-2005-PA/TC, fundamento 28; 
y N° 2730-2006-PA/TC, fundamentos 9-11.

34 Cfr. Exp. N° 1417-2005-AA/TC, fundamentos 33-35.
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tutela, límites y límites de los límites; todo lo cual podría ayudar a otorgar 
predictibilidad y seguridad jurídica a los justiciables que presenten el recurso 
de agravio constitucional argumentando que su caso contiene un «conflicto 
de relevancia».

b. Materia indispensable

Aceptar el recurso de agravio constitucional cuando hay una mate-
ria de especial trascendencia constitucional, esto es, cuando contenga una 
materia «indispensable» para un pronunciamiento del TC; nos plantea las 
interrogantes sobre qué, por qué y cuándo resulta «indispensable» un agravio 
para ser considerado de especial trascendencia constitucional.

Para intentar dar una respuesta a la pregunta sobre cuándo un RAC 
resulta indispensable, se puede apelar a la doctrina constitucional pluralista de 
lo necesario, lo real y lo posible, propio del racionalismo crítico35. Así, la nece-
sidad del RAC surge como producto de una demanda judicial no satisfecha en 
la realidad (por ejemplo, cuando la violación de un derecho fundamental no 
encuentre satisfacción en las instancias judiciales previas). 

Así, se podría señalar que un RAC resultaría indispensable cuando la 
pretensión que postula un demandante pretende superar un agravio real o de 
certeza inminente al contenido constitucionalmente protegido de su derecho 
fundamental, que incluso podría ser producto de un estado de cosas incons-
titucionales, pero que no ha recibido tutela en las instancias administrativas 
y/o judiciales previas. Entonces, se haría posible la admisión del RAC  cuan-
do se haga necesario en un sentido fuerte que el TC se pronuncie sobre la 
declaración de inconstitucionalidad y/o expulsión del acto lesivo cierto que 
motiva la petición de un proceso constitucional de la libertad.

35 P. HÄBERLE, «Demokratische Verfassungstheorie im Lichte des Möglichkeitesdenken», 
en Die Verfassung des Pluralismus. Studien zur Verfassungstheorie der offenen Gesellschaft. Königs-
tein, Athenäum, 1980, pp. 1-43. El pensamiento de lo posible, es entendido también como un 
pensamiento pluralista de las alternativas (pluralistisches Alternativendenken); el pensamiento de 
la necesidad es propio de la concepción instrumental –procesal– del derecho, entendido como 
un medio para alcanzar un fin (Notwendigkeitsdenken); y, el pensamiento de la realidad es carac-
terístico de un pensamiento constitucional de las instituciones u orientado a la concretización 
de una situación existente (Wirklichkeitsdenken).     
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Es cierto que a partir de la teoría de la realidad, las necesidades y las 
posibilidades aplicadas al derecho procesal constitucional, podría señalarse 
que una vez satisfecha la demanda de tutela de un derecho fundamental, 
los interesados no siempre quedan plenamente satisfechos, debido a que la 
tutela de la justicia constitucional esta prevista para el contenido esencial 
constitucionalmente protegido de un derecho fundamental, y no alcanza ne-
cesariamente a su contenido no esencial y menos adicional que tienen las vías 
ordinarias para su tutela. 

Pero, sobre la base de las necesidades, posibilidades y urgencia de revisar 
una resolución judicial ordinaria, corresponderá al TC saber o estimar o no 
la admisibilidad del RAC también en función del paso del tiempo sobre los 
derechos fundamentales y, sobre todo, en razón de la persona vulnerada en sus 
derechos fundamentales. Porque lo que ayer pudo no ser un agravio constitu-
cional, hoy o mañana puede que constituya un agravio constitucional; como 
también, lo que ayer fue un agravio a un derecho fundamental, mañana puede 
no serlo36, en función de lo cual todo tribunal debería tener una mirada en 
el horizonte temporal y otra en la voluntad popular, según la Constitución37.  

Asimismo, si bien todos somos iguales ante la ley, el inc. 2 del art. 2° 
y el art. 103° de la Constitución proscriben la discriminación, no la diferen-
ciación entre las personas; sobre todo, si el derecho procesal constitucional –a 
diferencia del derecho procesal civil– está orientado a la tutela de la víctima 
de una violación de su derecho fundamental. Más aún, en sociedades aún 
discriminadoras e inequitativas donde existen grupos vulnerables histórica-
mente, por los patrones sociales tradicionales, que son contrarios a los valores 
del pluralismo, la tolerancia y la inclusión propios de un Estado constitucio-
nal y democrático38.

36 B. AHARON, The judge in a democracy, USA, Princenton University Press, 2006, pp. 
299-300.    

37 «Artículo 45°.- El poder del Estado emana del pueblo. Quienes lo ejercen lo hacen con las 
limitaciones y responsabilidades que la Constitución y las leyes establecen». Asimismo: «Artículo  
138.- La potestad de administrar justicia emana del pueblo...»

38 C. LANDA, Tribunal Constitucional y Estado democrático, Lima, Palestra, 2007, tercera 
edición, pp. 512-517. 
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Así,  cabe una protección especial a la población indígena, las mujeres, 
los niños y adolescentes, los mayores de la tercera edad, los discapacitados y 
a las personas con una opción sexual diferente a quienes se les discrimina y 
estigmatiza usualmente en el trato, sino también en las normas. De allí que, 
un DPC tributario del derecho constitucional, debe considerar no solo la ad-
misión de un RAC en función de la materia (ratione materiae) de un derecho 
fundamental, sino que también debe ser valorada la condición de la persona 
(ratione personae), en la medida que los arts. 2°, incisos 2, 4, 5 y 7 de la Cons-
titución, les otorga una especial protección.    

c. Urgencia
 

La urgencia de la tutela de un derecho fundamental como otra de las 
causales de configuración de la especial trascendencia constitucional, en prin-
cipio, no es un concepto estrictamente temporal sino legal; por eso, se en-
cuentra vinculado directamente a uno de los dos factores antes mencionados: 
uno material, debido a que la naturaleza del agravio, es decir, la afectación 
al contenido esencial del derecho fundamental protegido directamente por 
el poder constituyente, constituye una falta grave –real o inminente– que 
hace posible su tutela inmediata –necesaria–, a diferencia de un agravio de 
un derecho de naturaleza legal, que además de la complejidad del derechos 
amparado en una norma infraconstitucional, requiere de una estación proba-
toria para acreditar el derecho reclamado; otro personal, cuando la afectación 
producida del contenido esencial de un derecho fundamental protegido di-
rectamente por la Constitución, se produzca contra personas pertenecientes 
a los grupos vulnerables históricamente, reconocidos en la Constitución di-
recta e indirectamente, configura la urgencia de la procedencia del RAC y la 
necesidad de su admisión para resolver el agravio del derecho fundamental 
en sede del TC. 

Esto no debe llevar a concluir que se excluirían a otras personas natu-
rales y/o jurídicas, sino que estas categorías vulnerables constituyen un plus 
no un prius para la admisibilidad del RAC. Esto es, que procesalmente hay 
dos consecuencias: una primera, que en caso de duda sobre la admisibilidad 
de su recurso de agravio constitucional opere la presunción favor procesum39.

39 «Artículo III. Principios procesales [...].
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Otra segunda, que el escrutinio del TC para su admisibilidad debe ser 
estricto, debido a que constituyen una categoría sospechosa de discrimina-
ción; con lo cual la carga probatoria del rechazo de su RAC debería recaer en 
el TC, mediante una debida motivación basada en la congruencia procesal, 
con un razonamiento fundado en derecho, reflejo de una interpretación nor-
mativa, razonada internamente y justificada externamente40.

6. Conclusiones

Las causales de la sentencia denegatoria interlocutoria establecidas como 
precedente en el caso Vásquez Romero responden a la necesidad de enfrentar 
una carga procesal alarmante y brindar una tutela oportuna, antes que buscar 
tutelar el contenido esencial del contenido constitucionalmente protegido de 
un derecho fundamental, en particular de los grupos vulnerables. 

El precedente Vásquez estuvo precedido de otros que establecían tam-
bién requisitos para declarar procedente un recurso de agravio constitucio-
nal; sin embargo, ha agregado causales sin un desarrollo necesario o suficiente 
para rechazar sin más trámite estas demandas. Por ello, resulta necesario que 
el TC se pronuncie sobre estos nuevos supuestos para precisar los conceptos 
abiertos que los componen. 

Especialmente, en el caso de la trascendencia constitucional, concep-
to abstracto, extraído de la experiencia española que ha presentado algunos 
cuestionamientos en este país. El TC tiene la importante tarea de evitar que 
este intento por lograr una mejor tutela de los derechos fundamentales, se 
torne contraproducente por una falta de certeza jurídica y, en consecuencia, 
de falta de motivación de sus autos, configurando un supuesto para deman-
dar la interdicción de la arbitrariedad.

Finalmente, en concreto, si a fines de 2013 existían 6 659 expedientes 
acumulados pendientes de resolución, a la fecha existen 9 559 expedientes 

Cuando en un proceso constitucional se presente una duda razonable respecto de si el 
proceso debe declararse concluido, el juez y el Tribunal Constitucional declararán su conti-
nuación.» 

40 A. AARNIO, The rational as reasonable, a treatise on legal justification, Netherlands, Riedel 
Publishing Co., 1987, p. 5 y ss. Asimismo, M. TARUFFO, La motivación de la sentencia civil, 
México, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 2006, pp. 345-360.
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acumulados en el TC. Lo que pone en evidencia en principio dos cosas. Una, 
el incremento exponencial de las causas del último año es una tendencia que 
estaría poniendo en evidencia la confianza de los justiciables en la nueva 
composición del TC; u, otra, que a pesar del nuevo precedente vinculante, 
el TC, al no haber definido el contenido de la «especial transcendencia cons-
titucional», los justiciables impugnan los rechazos permanentes a sus RACs, 
generando una espiral de causas pendientes. 

Con lo cual, el propósito cuantitativo del TC de satisfacer la tutela 
urgente de los derechos fundamentales, se ha tornado en un drama como en 
la mitología griega. Así, como en el mito de Sísifo, por su extraordinaria  ra-
pidez el TC está condenado a perder de vista su horizonte jurisprudencial, y, 
en consecuencia, a empujar perpetuamente una montaña de expedientes pri-
mero arriba hasta la cima, solo para que los vuelva a bajar al juez a quo; pero, 
para inmediatamente recoger y empujar otra montaña mayor de expedientes 
nuevamente hasta la cumbre y así indefinidamente, si es que no precisa los 
alcances de la «especial trascendencia constitucional». 

César Landa Arroyo
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